TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente Claudia María Arcila Ríos

Pereira, primero de septiembre de dos mil nueve.

Acta No. 429 del 1o de septiembre de 2009.     


Expediente 66001-31-03-005-2009-00219-01

Decide esta Sala la impugnación que interpuso la Clínica Los Rosales contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en la acción de tutela que frente a ella y la Secretaría de Salud Departamental instauró el señor Keith Steven García Ocampo, a la que fue vinculada QBE Seguros S.A.

ANTECEDENTES

Relata el actor que sufrió accidente de tránsito el 20 de junio de este año; fue llevado a la Clínica Los Rosales donde lo atendieron varios especialistas; estuvo hospitalizado ocho días; el neurocirujano le ordenó valoración con fisiatra pero el servicio no se le prestó por no tener la entidad contrato con esa clase de especialistas; debido a la urgencia con que requería la consulta, acudió de manera particular con la doctora María Mercedes Mejía de Baena, quien le recomendó examen médico denominado “Electromiografía por neuroconducción reflejo H de MSD” que tiene un costo de $120.000, suma que no tiene disponible; el 9 de julio último se dirigió a Saludcoop EPS para que le realizaran el examen, pero allá le informaron que debía cubrirlo el SOAT.

Solicita se le proteja el derecho a la salud y por tanto, se ordene a quien corresponda realizar el examen descrito y los demás procedimientos que necesite. Igual solicitud hizo como medida provisional.

ACTUACIÓN PROCESAL

Por auto del 10 de julio último se dispuso dar trámite a la tutela, vincular a QBE Seguros S.A., se decretaron pruebas y se dio traslado a las entidades demandadas.

La directora médica de la Clínica Los Rosales indicó que la entidad es una institución prestadora de servicios de salud, por lo que no está en capacidad de afiliar ningún usuario; que el examen que requiere el actor no se encuentra dentro de su portafolio de servicios y debe ser autorizado por la Secretaría de Salud Departamental; que las víctimas de accidentes de tránsito deben ser atendidas en cualquier IPS, pero solo por los servicios habilitados en cada una de ellas, con facultad de recobro a la aseguradora correspondiente y en ese sentido se orientó al demandante y se le advirtió que podía realizarse el examen de manera particular y luego ejercer acción de recobro.

El Secretario de Salud Departamental, luego de analizar aspectos relacionados con la atención a las víctimas de accidentes de tránsito, indicó que la presente acción debe negarse frente a la entidad que representa porque dicha atención no le compete, además porque no se ha negado la atención médica al accionante y por ende no se le ha vulnerado derecho fundamental alguno. Adjudica a la EPS Saludcoop, a la que está afiliado, la responsabilidad en la atención que en materia de salud requiere, con facultad de ejercer ante el Fosyga lo que no esté cubierto en el POS.

El representante legal de QBE Seguros S.A. dijo que esa entidad no tiene obligación legal de prestar ni autorizar procedimientos médicos porque su objeto social no es la prestación de esa clase de servicios sino la celebración de contratos de seguro; que las víctimas de accidentes de tránsito tienen derecho a recibir atención integral con cargo al SOAT hasta el tope fijado por la ley, cumplido el cual debe entrar a financiar la subcuenta de seguro de riesgos catastróficos y accidentes de tránsito FOSYGA y si no alcanzan los recursos, debe responder el conductor del vehículo que provocó el accidente.  Pide que no se tutelen los derechos del accionante frente a esa entidad.

La instancia culminó con sentencia del pasado 23 de julio en la que se concedió el amparo solicitado; se ordenó a la Clínica Los Rosales realizar el examen “Electromiografía por neuroconducción reflejo H de MSD, que requiere el tutelante, “quien tiene derecho al cobro correspondiente ante el SOAT” y decidió no adoptar ninguna decisión contra la Secretaría de Salud Departamental.

Para así decidir tuvo en cuenta el funcionario de primera instancia el carácter fundamental del derecho a la salud y concluyó que éste había sido vulnerado por la Clínica Los Rosales al no prestarle el servicio al usuario víctima de un accidente de tránsito, de manera integral, obligación que por ley le corresponde con la facultad de recobrar el valor de los gastos en que incurra frente al SOAT 

Esa providencia fue impugnada por la Clínica Los Rosales con el fin de obtener se revoque y en su lugar se disponga que sea la entidad que indique la fisiatra que atendió al actor la obligada a practicar el examen que le recomendó.  Los argumentos planteados para la impugnación fueron similares a los planteados al contestar la demanda.

CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que resulten  amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

No controvierte sin embargo la entidad impugnante los argumentos en que el señor Juez de primera instancia sustentó su determinación de conceder el amparo constitucional reclamado para  proteger la  salud del señor Keith Steven García Ocampo, los que se consideran acertados porque tuvo en cuenta el citado funcionario el giro de la jurisprudencia constitucional que le dio carácter de fundamental autónomo al derecho a la salud. 

Su inconformidad  radica en que considera no ser la entidad obligada de prestar la atención médica que reclama el actor, por no estar incluido el examen recomendado por fisiatra particular dentro de su portafolio de servicios y menos habilitado o autorizado por la Secretaría de Salud Departamental. 

De acuerdo con el artículo 167 de la Ley 100 de 1993, los  afiliados al sistema de seguridad social tienen derecho al cubrimiento de los servicios médico-quirúrgicos y a la indemnización por incapacidad permanente cuando han sido víctimas de riesgos catastróficos y accidentes de tránsito. 

Por su parte, el artículo 192 del Decreto Extraordinario 663 de 1993, que regula el seguro obligatorio de daños corporales en accidentes de tránsito, SOAT, enseña en el numeral 1º que para transitar por el territorio nacional todo vehículo automotor debe estar amparado por un seguro obligatorio vigente que cubra los daños corporales que se causen a las personas en accidentes de tránsito y en el numeral 2º, literal a), contempla como beneficios cubrir la muerte o los daños corporales físicos causados a las personas; los gastos que se deban sufragar por atención médica, quirúrgica, farmacéutica, hospitalaria, incapacidad permanente; los gastos funerarios y los ocasionados por el transporte de las víctimas a las entidades del sector salud; es decir, que prevé una atención integral para las víctimas y de conformidad con el artículo 10 del Decreto 3990 de 2007, no existen exclusiones en la cobertura de daños corporales en accidentes de tránsito. 

En su jurisprudencia la Corte Constitucional ha enseñado que es posible, por vía de tutela,  obtener la protección al derecho a la salud que requiere quien ha sufrido lesiones corporales en  accidente de tránsito, con fundamento en el seguro obligatorio de accidentes:

“… También en Sentencia T-974 de noviembre 16 de 2007 con ponencia del magistrado que ahora cumple igual función, se expuso:

“3.1. Al igual que en la Decisión T-006 de 2007 (ene. 18, M.P. Nilson Pinilla Pinilla), esta Sala procede a reiterar lo determinado en la Sentencia T-959 de 05 (sep. 15, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra), en la cual se estableció que en Colombia es posible reclamar mediante la acción constitucional de tutela, ‘la atención integral que deben recibir quienes sufren lesiones corporales en accidentes de tránsito, con cargo a los recursos del SOAT previsto por la normatividad vigente’, en procura de garantizar el derecho a la salud, que a pesar de conservar un contenido prestacional trueca a derecho fundamental al comprender la facultad del individuo a vivir dignamente.

“3.2. Para efectos de determinar el cubrimiento de los gastos asistenciales generados por un siniestro, como lo es un accidente de tránsito, la Corte Constitucional señaló, en este último fallo citado:

‘(i) Cuando ocurre un accidente de tránsito, todos los establecimientos hospitalarios o clínicos y las entidades de seguridad y previsión social de los subsectores oficial y privado del sector salud están obligados a prestar la atención médica en forma integral a los accidentados, desde la atención inicial de urgencias hasta su rehabilitación final, lo cual comprende atención de urgencias, hospitalización, suministro de material médico, quirúrgico, osteosíntesis, órtesis y prótesis, suministro de medicamentos, tratamiento y procedimientos quirúrgicos, servicios de diagnóstico y rehabilitación;...

“...

“Como corolario de lo anterior, esa atención obligatoria que beneficia a la persona que resulte lesionada en un accidente de tránsito debe ser ‘integral’, por lo que además de comprender desde la atención inicial de urgencias hasta la rehabilitación final del paciente, conlleva ‘hospitalización, suministro de material médico, quirúrgico, osteosíntesis, órtesis y prótesis, suministro de medicamentos, tratamiento y procedimientos quirúrgicos, servicios de diagnóstico y rehabilitación”...

En esas condiciones, la Clínica Los Rosales, que asumió la atención inicial del accidentado, ha debido garantizarle la prestación de los servicios médicos requeridos, con facultad de cobrar el valor del tratamiento a la empresa aseguradora que expidió el SOAT, sin que se pudiese negar con fundamento en no tener habilitados servicios en fisiatría y recomendarle al paciente acudir a otra IPS que los ofreciera, porque de conformidad con el artículo 185  de la Ley 100 de 1993, las instituciones prestadoras de salud están en la obligación de proveer al paciente de toda la información necesaria con el fin de garantizar la continuidad en la prestación de los servicios de salud, aspecto sobre el que también ha enseñado la Corte:

“Así, el adelantamiento de los trámites administrativos pertinentes para recibir atención médica, no es una responsabilidad exclusiva de los pacientes. Las entidades encargadas de prestar dicha atención, deben orientar y coordinar eficazmente la gestión de tales trámites, pues son aquellas quienes conocen el funcionamiento del sistema de seguridad social en salud y  tienen la obligación de garantizar la continuidad en la prestación del servicio. No es de recibo que la falta de observancia de las formalidades por parte de los pacientes, en los eventos en que no hayan sido comunicadas de forma oportuna o clara, constituya una justificación aceptable para dilatar o negar la atención médica requerida”

Surge de lo expuesto que la Clínica demandada no garantizó como era su obligación, la atención médica que requería la víctima del accidente de tránsito y tampoco le brindó acompañamiento y asistencia para obtener su valoración por especialista y en tal forma vulneró su derecho fundamental a la salud, razón por la cual la sentencia objeto de revisión, en cuanto concedió la tutela que frente a ella se reclamó, ha de ser confirmada. 

Sin embargo, se logró establecer en el curso de esta instancia que la situación ha pasado a otro plano.

Es sabido que la acción de que se trata constituye un medio procesal específico porque se contrae a la protección inmediata de los derechos fundamentales afectados de manera actual e inminente y que a través de ella se busca la expedición de una declaración judicial que contenga una o varias órdenes de inmediato cumplimiento, en aras a garantizar la protección del derecho vulnerado, pero cuando la perturbación o amenaza ya no es actual ni inminente, el peticionario carece de interés jurídico, desapareciendo en consecuencia el sentido y objeto de una acción de esta naturaleza.



En el asunto bajo examen, pretendía el demandante se ordenara a las entidades demandadas practicarle un examen denominado “Electromiografia por neuroconducción reflejo H de MSD”, recomendada por especialista en fisiatría que lo atendió de manera particular.

Pero en el curso de esta instancia, en interrogatorio absuelto, expresó que el examen solicitado por medio de esta acción hubo de ser practicado de manera particular porque el SOAT no tenía convenio con la clínica para la prestación de servicio como ese y que en la misma forma se había realizado valoración por especialista que le recomendó aquel procedimiento; que con posterioridad no ha solicitado más atenciones a la Clínica Los Rosales y tampoco a Saludcoop, EPS a la que se halla afiliado. Además explicó que en la actualidad se le ha brindado la atención médica que requiere; se le han otorgado las incapacidades y se le remitió a medicina laboral. 

De acuerdo con esas manifestaciones, el mecanismo de amparo como instrumento constitucional para la defensa del derecho fundamental cuya protección se solicita perdió su razón de ser porque en la actualidad no existe orden para impartir. En efecto, para cuando fue proferido el fallo de primera instancia el demandante ya se había practicado el examen “Electromiografía por neuroconducción”, lo que significa que para cuando promovió la acción, si existía alguna lesión de derechos, se encontraba superada para la fecha de la sentencia.

Ante esa situación, no existe orden que expedir a la entidad que vulneró los derechos del actor, porque éste obtuvo la atención médica requerida de manera particular.

Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“La Constitución Política protege los derechos fundamentales de las personas, motivo por el cual esta corporación ha estudiado la situación que se genera cuando en el trámite del amparo, la vulneración a las garantías constitucionales cesa, y por tanto, deja de existir la necesidad de efectuar un “pronunciamiento de fondo”. Este fenómeno se ha denominado por la jurisprudencia constitucional como “hecho superado”.

“Al presentarse carencia actual del objeto, la protección a través de la tutela pierde sentido y, en consecuencia, el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden alguna de protección del derecho fundamental invocado.

“...

“Por ende, la decisión del juez de tutela, carece de objeto cuando, en el momento de proferirla, este encuentra que la situación expuesta en la demanda, que había dado lugar a que el supuesto afectado intentara la acción, se ha modificado sustancialmente, de tal manera que ha desaparecido el peligro o perjuicio a los derechos fundamentales.

En esas condiciones, se confirmará la sentencia objeto de revisión en cuanto concedió el amparo solicitado frente a la Clínica Risaralda; se declarará superado el hecho que motivó la acción y en consecuencia, se revocará el numeral segundo que ordenó practicar el examen solicitado por el actor, pero se prevendrá a la citada entidad para que en ningún caso vuelva a incurrir en las acciones u omisiones que dieron mérito  para conceder la tutela. (artículo 24  del Decreto 2591 de 1991).

Se adicionará la misma sentencia para negar la tutela reclamada frente a la compañía “QBE Seguros S.A.”, porque no es esa entidad la encargada de prestar atención médica al demandante, como consecuencia del accidente de tránsito que sufrió.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 23 de julio de 2009, por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en cuanto concedió la tutela solicitada por el señor Keith Steven García Ocampo frente a la Clínica Los Rosales, pero se declara superado el hecho que motivó la solicitud de amparo.  En consecuencia, el numeral segundo del mismo fallo SE REVOCA.

2.- Se adiciona la referida providencia, en los siguientes términos:

a.- Se niega el amparo solicitado frente a la sociedad  “QBE Seguros S.A.”

b.- Se previene al gerente de la clínica Los Rosales para que en ningún caso vuelva a incurrir en las acciones u omisiones que dieron mérito  para conceder la tutela. (artículo 24  del Decreto 2591 de 1991).

3.- Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

4.- Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 ibídem.

CÓPIESE. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO       

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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